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•	 Reclamamos que se exija una aplicación del Código de Buenas Prácticas a favor de la parte más débil 
y estimamos que ello sería posible a través de una mayor vigilancia por parte de los organismos 
supervisores de la actuación de las entidades financieras, mediante el empleo de todos los recursos 
que se ponen a su alcance y especialmente de los sancionadores por el carácter disuasorio de los 
mismos.

•	 Se han de arbitrar los mecanismos oportunos para que las decisiones que adopten los organismos 
de supervisión puedan ser ejecutadas de manera efectiva y no al arbitrio de la decisión voluntaria 
de la propia entidad como sucede en la tramitación de las reclamaciones ante el Banco de España.

•	 En cuanto a la normativa aprobada para mejorar la protección de los deudores hipotecarios y la 
voluntariedad de su aplicación por las entidades financieras, la necesidad de que normativamente 
se contemple la posibilidad de que si un Banco se adhiere al Código de Buenas Prácticas, quede 
adherida también la entidad creada por el mismo Banco y dedicada expresamente a la concesión 
de préstamos hipotecarios que, hasta ahora, se han negado a adherirse al CBP.

•	 Es necesario implementar nuevas medidas que puedan dar respuesta adecuada a las familias 
que se encuentran ante esta trágica situación porque no pueden hacer frente al pago de su 
cuota hipotecaria, contemplando aquellos supuestos que hasta ahora han quedado excluidos, 
como el de las familias de las que forme parte una persona menor de más de tres años. Entre 
ellas, seguimos abogando también por que la dación en pago sea la opción habitual y obligatoria 
cuando la vivienda hipotecada constituya el domicilio habitual y permanente del deudor. En todo 
caso, creemos que debe ser la única opción cuando se trate de viviendas de protección oficial, a 
la hora de formalizar el crédito hipotecario.

•	 Finalmente, esta Institución lleva desde hace años, especialmente en los últimos, reclamando un 
gran pacto de los poderes públicos por la vivienda, en el que deben estar presente también los 
agentes privados, las entidades financieras, promotoras y constructoras y las entidades del Tercer 
Sector de Acción Social. 

No lo hemos pedido con un carácter formal, sino convencidos de que solo desde el conocimiento de 
la realidad social y de la medidas que son posibles adoptar en el ámbito de la legislación hipotecaria, 
civil, de vivienda, así como desde el conocimiento de las posibilidades que ofrece el parque inmobiliario 
actualmente existente, es posible encontrar respuesta a la desprotección de este derecho constitucional 
en el estado español y en nuestra comunidad autónoma.

Además de que para la puesta en práctica para muchas de las medidas necesarias con esa finalidad 
es imprescindible la anuencia y colaboración de todos los sectores implicados.

3.5 
Empleo

Esta Institución, consciente de que el trabajo constituye el eje central y vital de todas las personas, al 
permitir su desarrollo personal y profesional, y de satisfacción de las necesidades, tanto individuales como 
colectivas, a la par que generador de riqueza, bienestar y progreso para el conjunto de la sociedad, viene 
a apelara la responsabilidad de los poderes públicos para mitigar y solventar esta dramática situación.

En este aspecto, los mandatos constitucionales a favor de «…promover condiciones favorables para el 
progreso social y económico y para una distribución de la renta regional y personal más equitativa, en 
el marco de una política de estabilidad económica. De manera especial realizarán una política orientada 
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al pleno empleo» (artículos 35 y 40), así como «garantizar la protección social de aquellas personas que 
queriendo trabajar no pueden hacerlo, e insta a que “Los poderes públicos mantendrán un régimen 
público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales 
suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y 
prestaciones complementarias serán libres»(artículo 41), son recordatorios usuales en nuestras 
resoluciones.

Desde distintos sectores sindicales, empresariales y sociales se viene demandando, ante el cambio 
que se viene produciendo en el modelo productivo, un cambio en el modelo de las Políticas Activas 
de Empleo, con la finalidad de primar aquellos programas con un mayor efecto positivo en el empleo 
para los 1,4 millones de desempleados andaluces.

No obstante la falta de información a este respecto, especialmente en el ámbito de la evaluación de 
las Políticas Activas de Empleo, no impide aventurar algunas propuestas de mejora:

•	 Reforzamiento de los programas de ayudas personalizada en la búsqueda de empleo, reforzando 
los medios y métodos del Servicio Andaluz de Empleo a la par que recabando la colaboración 
privada y reforzamiento de los programas de Formación que comporten la formación dentro de 
las empresas.

•	 Subvenciones y ayudas directas al empleo (privado), otorgando prioridad a los colectivos con 
mayores dificultades de reinserción, especialmente a parados de larga duración y mayores de 
45 años de edad.

•	 Fomento de nuevos proyectos empresariales, sin perjuicio de las ayudas a favor de los desempleados 
que se establezcan como autónomos.

•	 Reforzamiento de los mecanismos de control de las ayudas y subvenciones de fomento del empleo.

Para concluir este Capítulo, debemos expresar nuestra convicción en la necesidad y la importancia 
de implementar las medidas que en el mismo se proponen, por cuanto entendemos que las mismas 
servirían, no solo para dar respuesta a algunas de las necesidades sociales mas urgentes puestas de 
manifiesto por la crisis económica, sino también para configurar un modelo de sociedad mas justa 
y mas acorde con los valores y derechos que proclaman la Constitución y el Estatuto de Autonomía 
para Andalucía.


